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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO O PROCEDIMIENTO. 

 

DENUNCIA 

 

El 17 de julio de 2014, la señora Sofía Gamboa García (en adelante, la señora Gamboa) 

interpuso una denuncia contra la empresa Promotora Mac Paz S.A.C. (en adelante, la 

Promotora) ante el Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de Protección de 

la Propiedad Intelectual (en adelante, INDECOPI), por presuntas infracciones a la Ley 

N° 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor (en adelante, el Código), por 

los siguientes fundamentos: 

 

Fundamentos de hecho: 

 

- Madre del menor Flavio Sebastián Ruesta Gamboa de ocho (8) años de edad (en 

adelante, el menor hijo), quien cursaba el tercer grado de primera en la Institución 

Educativa de la Promotora. 

- En el mes de mayo del año 2014, la Promotora negó a su menor hijo la entrega de 

los materiales de estudios (a saber, libros), debido a que no se encontraba al día en 

el pago de las pensiones, siendo que dicho acto ocurrió de manera pública, es decir, 

en frente de sus demás compañeros de aula, motivo por el cual sufrió de mofa y 

discriminación.  

- Acudió al colegio, donde el personal de la Promotora le manifestó que solo se le 

entregaría los libros si es que cancelaba las pensiones que tenía pendiente; ello, en 

virtud de los Reglamentos Internos de la referida Institución. 

- A raíz de dichos sucesos, interpuso un reclamo en el Libro de Reclamaciones de la 

Promotora, no obstante, al momento de la interposición y unos meses posteriores a 

ella, la Directora y su Secretaria le negaron una copia de su reclamo, aduciendo que 

debían consultarlo, de manera previa, con su representante legal. 

- Con posterioridad, la Promotora le cursó diversos comunicados, indicándole que, 

de incurrir en más de tres (3) tardanzas en el ingreso a clase de su menor hijo, tendría 

que firmar una matrícula condicional para el año siguiente, situación que consideró 



un amedrentamiento o un acto de hostilización, en atención a su reclamo 

interpuesto. 

 

Fundamentos de derecho: 

 

- Ley N° 29571 - Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

- Decreto Supremo N° 011-2011-PCM, modificado por el Decreto Supremo N° 

006-2014-PCM, Reglamento del Libro de Reclamaciones. 

 

Medios probatorios: 

 

- Copia de los comprobantes de pagos por concepto de pensión de enseñanza 

brindada por la Promotora. 

- Copia del comunicado “Suspensión” del 8 de abril de 2013 remitido por la 

Promotora. 

- Copia del Reglamento Interno del año 2014 correspondiente a la Promotora. 

 

RESOLUCIÓN ADMISORIA 

 

Con Resolución N° 1 del 11 de agosto de 2014, la Secretaría Técnica de la Comisión de 

Protección al Consumidor – Sede Central N° 2 (en adelante, la Secretaría Técnica de la 

Comisión) admitió a trámite la denuncia de la señora Gamboa contra la Promotora, en 

tanto: 

 

- Habría condicionado indebidamente la entrega de los materiales de estudio (libros) 

al menor hijo de la denunciante, bajo el argumento de que esta no se encontraba al 

día en el pago de las pensiones educativas, omitiendo cumplir con su obligación de 

hacer entrega de los mismos sin condicionamiento alguno, calificándola como una 

presunta infracción a los artículos 1°.1 literal d), 18°, 19° y 38° del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor. 

- Habría comunicado al menor hijo de la señora Gamboa que no se encontraba al día 

en el pago de sus pensiones en presencia de sus demás compañeros, calificándola 



como una presunta infracción de los artículos 18° y 19° del Código de Protección 

y Defensa del Consumidor. 

- Habría remitido comunicados amenazantes a la señora Gamboa, donde indicaba 

que si su menor hijo incurría en más de tres (3) tardanzas en el ingreso a clases, este 

tendría que firmar una matrícula condicional para el año escolar siguiente, 

calificándola como una presunta infracción de los artículos 18° y 19° del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor. 

- No habría entregado a la señora Gamboa el cargo de la hoja de reclamaciones que 

interpuso en su Libro de Reclamaciones, calificándola como una presunta 

infracción del artículo 150° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, 

en concordancia con el artículo 5° del Reglamento del Libro de Reclamaciones. 

 

Para lo cual, corrió traslado de la denuncia a la Promotora, a efectos de que dicha empresa 

presentara, en un plazo cinco (5) días hábiles de notificada la referida resolución sus 

argumentos de defensa, requiriéndole, entre otras cosas, la presentación de la copia 

legalizada de todas las hojas de reclamación de su Libro de Reclamaciones 

correspondiente a su institución educativa. 

 

DESCARGOS  

 

El 2 de setiembre de 2014, la Promotora se apersonó al procedimiento administrativo 

iniciado en su contra, dentro del plazo establecido en la Resolución Admisoria, señalando 

los siguientes fundamentos: 

 

Fundamentos de hecho: 

 

- La señora Gamboa no había aportado ningún medio probatorio o indicios 

suficientes que acrediten sus afirmaciones, siendo que la carga de la prueba, en una 

primera etapa, le correspondía a quien alegaba el trato desigual o discriminación. 

- Únicamente cumpliéndose la primera condición, la Comisión podía exigirle que 

demostrara la existencia de una causa objetiva y justificada para tal trato, motivo 

por el cual, la denuncia debía ser declarada infundada. 

- La madre del menor debía las pensiones escolares correspondientes a los meses de 

octubre, noviembre y diciembre del año 2013, no obstante, debido a que la 



Promotora no quería perjudicar al estudiante, permitió que el menor iniciara el año 

escolar 2014 sin pagar incluso la matrícula correspondiente. 

- Los vouchers presentados como medios probatorios por la señora Gamboa 

señalaban que la deuda pendiente había sido pagada en mayo de 2014, esto es, un 

pago tardío, ya que debieron ser cancelados al inicio del año académico. 

- El Reglamento Interno del Colegio fue puesto en conocimiento de la señora 

Gamboa al momento de la matrícula. Así, conforme lo establecía el artículo 22° de 

su Reglamento Interno, la suspensión de un (1) día atendía a una medida 

disciplinaria por las reiterativas tardanzas del menor (a saber, 12, 17 y 25 de marzo, 

y 8 de abril de 2014) y no a una amenaza. 

- Todas las tardanzas injustificadas fueron debidamente anotadas en la agenda 

escolar del menor hijo y trasladadas a su madre, motivo por el cual solicitó que el 

órgano resolutivo de la Comisión requiera a la señora Gamboa la exhibición de 

dicho documento, a fin de acreditar que existía una razón justificada de la 

suspensión del menor. 

- De haberse tratado de un acto de discriminación producto de las pensiones impagas, 

dicha suspensión hubiese sido dada de igual manera el año pasado, sin embargo, 

ello no fue así. 

- El mencionado Reglamento, el cual fue presentado como medio probatorio por la 

señora Gamboa, no acreditaba los hechos denunciados por ella, sino tan solo que 

dicho reglamento fue puesto a su conocimiento, es decir, tenía conocimiento del 

contenido del mismo. 

- En su Libro de Reclamaciones no se advertía que la Promotora no haya entregado 

a la señora Gamboa el cargo o la copia del reclamo que interpuso, por lo que, en 

tanto no existían medios de prueba o indicios sobre los hechos denunciados, estos 

debían ser declarados infundados. 

 

Fundamentos de derecho: 

 

- Ley N° 29571 - Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

- Decreto Legislativo Nº 807 - Facultades, normas y organización del INDECOPI. 

- Ley N° 27444 - Ley del Procedimiento Administrativo General.  

 

 



Medios probatorios: 

 

- En mérito del requerimiento de exhibición por parte de la señora Gamboa de la 

agenda escolar de su menor hijo. 

- Copia de su Libro de Reclamaciones y las hojas de reclamaciones N° 2-2014 y 3-

2014, interpuestas por la señora Gamboa los días 20 de mayo y 4 de julio de 2014, 

respectivamente. 

 

RESOLUCIÓN DE PRIMERA INSTANCIA  

 

Con Resolución Nº 536-2015/CC2 del 1 de abril de 2015, la Comisión de Protección al 

Consumidor - Sede Central N° 2 (en adelante, la Comisión), emitió el siguiente 

pronunciamiento: 

 

- Declaró fundada la denuncia interpuesta por la señora Gamboa contra la Promotora, 

por infracción de los artículos 18° y 19° del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor, al haberse acreditado que la Promotora condicionó indebidamente la 

entrega de los materiales de estudios al menor hijo de la señora Gamboa en tanto 

esta no se encontraba al día en el pago de las pensiones educativas; sancionándola 

con una multa de dos (2) UIT. 

- Declaró fundada la denuncia interpuesta por la señora Gamboa contra la Promotora, 

por infracción de los artículos 18° y 19° del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor, al haberse acreditado que la Promotora remitió comunicados 

amenazantes a la señora Gamboa, donde indicaba que si su menor hijo incurría en 

más de tres (3) tardanzas en el ingreso a clases, este tendría que firmar una matrícula 

condicional para el año escolar siguiente; sancionándola con una multa de tres (3) 

UIT. 

- Declaró infundada la denuncia interpuesta por la señora Gamboa contra la 

Promotora, por presunta infracción de los artículos 1°.1 literal d) y 38° del Código 

de Protección y Defensa del Consumidor, al no haberse acreditado que la Promotora 

incurrió en actos de discriminación y/o trato diferenciado contra el menor hijo de la 

señora Gamboa consistente en la no entrega de los materiales de estudio. 



- Declaró infundada la denuncia interpuesta por la señora Gamboa contra la 

Promotora, por presunta infracción de los artículos 18° y 19° del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, al no haberse acreditado que la Promotora 

comunicó al menor hijo de la señora Gamboa que no se encontraba al día en el pago 

de sus pensiones en presencia de sus demás compañeros. 

- Declaró infundada la denuncia interpuesta por la señora Gamboa contra la 

Promotora, por presunta infracción del artículo 150° del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, en concordancia con el artículo 5° del Reglamento del 

Libro de Reclamaciones, al no haberse acreditado que la Promotora no entregó a la 

señora Gamboa el cargo de la hoja de reclamaciones que interpuso en su Libro de 

Reclamaciones. 

- Denegó las medidas correctivas solicitadas por la señora Gamboa, en tanto los 

extremos relacionados a dichas medidas correctivas fueron declarados infundados. 

- Condenó a la Promotora al pago de las costas y los costos del procedimiento a favor 

de la señora Gamboa. 

- Dispuso la inscripción de la Promotora en el Registro de Infracciones y Sanciones 

del Indecopi. 

 

RECURSO DE APELACIÓN 

 

El 22 de abril de 2015 y dentro del plazo establecido por el ordenamiento jurídico, la 

Promotora interpuso un recurso de apelación contra la resolución emitida por el órgano 

de primera instancia de fecha 1 de abril de 2015, solicitando que se declarara nula la 

referida resolución y se dejara sin efecto la sanción impuesta, por lo siguientes 

fundamentos: 

 

Fundamentos de hecho: 

 

- Lo sostenido por la Comisión carecía de sustento, en tanto habían cumplido de 

manera oportuna con entregar al menor hijo de la señora Gamboa los materiales 

escolares (libros), bajo los principios de buena fe contractual establecidos en la 

normativa de protección al consumidor. 



- Por el contrario, la señora Gamboa no había acreditado que esos materiales 

educativos no habían sido entregados, correspondiéndole a dicha parte la carga de 

la prueba. 

- La resolución apelada carecía de motivación conforme lo regulado por la 

Constitución Política del Perú y el Texto Único Ordenado de la Ley del 

Procedimiento Administrativo General, toda vez que, al momento de graduar la 

sanción, no se consideró que la Promotora no era reincidente en hechos denunciados 

similares, por lo que resultaba desproporcional la cuantía de la multa impuesta. 

 

Fundamentos de derecho: 

 

- Ley N° 29571 - Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

- Ley N° 27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General. 

 

Medio probatorio: 

 

- Voucher de pago al Indecopi por la multa impuesta de tres (3) UIT por el extremo 

referido a que remitió comunicados amenazantes a la señora Gamboa, donde 

indicaba que si su menor hijo incurría en más de tres (3) tardanzas en el ingreso a 

clases, este tendría que firmar una matrícula condicional para el año escolar 

siguiente. Cabe precisar que, en la medida que la Promotora pagó la multa dentro 

del plazo legal establecido, canceló la multa con un descuento del 25% de la multa 

total. 

 

RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA 

 

El 26 de octubre de 2015, con Resolución N° 3330-2015/SPC-INDECOPI, la Sala 

Especializada en Protección al Consumidor (en adelante, la Sala), resolvió revocar la 

Resolución Nº 536-2015/CC2 del 1 de abril de 2015, en el extremo que declaró fundada 

la denuncia interpuesta por la señora Gamboa contra la Promotora; y, en consecuencia, 

declaró infundada la misma, por presunta infracción de los artículos 18° y 19° del Código 

de Protección y Defensa del Consumidor, al no haberse acreditado que la Promotora 

condicionó la entrega del material de estudio (libros) al menor hijo de la señora Gamboa, 



al pago de las pensiones escolares. En ese sentido, dejó sin efecto la sanción impuesta y 

la inscripción de la Promotora en el Registro de Infracciones y Sanciones del Indecopi. 

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE. 

 

Las principales cuestiones que se pueden advertir en el expediente materia de análisis son 

las que se detallan a continuación: 

 

1. La incorrecta calificación de la Comisión respecto a los hechos denunciados 

por la señora Gamboa contra la Promotora, consistentes en presuntas 

infracciones al deber de idoneidad en los servicios educativos regulados en el 

Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

 

IDENTIFICACIÓN 

 

De la revisión de la Resolución 1 del 11 de agosto de 2014, emitida por la Secretaría 

Técnica de la Comisión, se advierte que dicho órgano administrativo determinó que los 

hechos denunciados por la señora Gamboa consistían, entre otros hechos, en que la 

Promotora: (i) comunicó al menor hijo de la señora Gamboa que no se encontraba al día 

en el pago de las pensiones escolares en presencia de sus demás compañeros de aula; y, 

(ii) remitió comunicados amenazantes a la señora Gamboa, indicando que si su menor 

hijo incurría en más de tres (3) tardanzas en el ingreso a clases, tendría que firmar una 

matrícula condicional para el año siguiente, calificándolas como presuntas infracciones 

del artículo 18° y 19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, los cuales 

establecen el deber de idoneidad de los proveedores respecto de los productos y servicios 

ofrecidos en el mercado. 

 

ANÁLISIS 

 

La Secretaría Técnica de la Comisión basó su decisión en que: (i) el artículo 18° del 

Código disponía que la idoneidad debe ser entendida como la correspondencia entre lo 

que el consumidor espera y lo que efectivamente recibe, en función a lo que se le hubiera 

ofrecido, la publicidad e información transmitida, entre otros factores, atendiendo a las 



circunstancias del caso; y, (ii) el artículo 19° del citado Código indicaba que el proveedor 

responde por la idoneidad y calidad de los productos y servicios ofrecidos.  

 

Por tanto, en aplicación de esta norma, los proveedores tienen el deber de brindar los 

productos y servicios ofrecidos en las condiciones acordadas o en las condiciones que 

resulten previsibles, atendiendo a la naturaleza y circunstancias que rodean la adquisición 

del producto o la prestación del servicio, así como a la normatividad que rige su 

prestación. 

 

2. El análisis efectuado por la Comisión sobre los criterios o elementos de la 

graduación de la sanción impuesta a la Promotora. 

 

IDENTIFICACIÓN 

 

De la lectura del análisis de la graduación de la sanción impuesta por la Comisión a la 

Promotora por: (i) condicionar indebidamente la entrega de materiales de estudio (libros) 

al menor hijo de la señora Gamboa en tanto no se encontraba al día en el pago de las 

pensiones educativas; y, (ii) remitir comunicados amenazantes a la señora Gamboa, 

indicando que si su menor hijo incurría en más de tres (3) tardanzas en el ingreso a clases, 

tendría que firmar una matrícula condicional para el año siguiente, no se aprecia que, en 

la Resolución Nº 536-2015/CC2,  el órgano resolutivo de primera instancia haya realizado 

una debida motivación de los elementos o criterios usados para tal finalidad, puesto que 

algunos de ellos -pese a su gran relevancia- no habían sido desarrollados.  

 

ANÁLISIS 

 

En la Resolución Nº 536-2015/CC2 del 1 de abril de 2015, la Comisión sancionó a la 

Promotora por las conductas infractoras acreditadas (i) y (ii) con una multa de dos (2) 

UIT y de tres (3) UIT, respectivamente. El órgano de primera instancia basó su decisión 

en virtud de los siguientes criterios de graduación de la sanción: (a) el daño al consumidor; 

y, (b) el daño al mercado, los cuales, en efecto, estuvieron debidamente fundamentados y 

motivados.  

 



3. La omisión por parte de la Comisión de no ordenar ninguna medida correctiva 

en la Resolución Nº 536-2015/CC2. 

 

IDENTIFICACIÓN 

 

Pese a que la Comisión declaró fundado dos extremos de la denuncia interpuesta por la 

señora Gamboa contra la Promotora, dicho órgano resolutivo no ordenó de oficio ninguna 

medida correctiva reparadora y/o complementaria para la Promotora, únicamente denegó 

las medidas correctivas solicitadas por la señora Gamboa. 

 

ANÁLISIS 

 

De la lectura de la Resolución Nº 536-2015/CC2 del 1 de abril de 2015, se observa que 

la Comisión denegó la medida correctiva solicitada por la señora Gamboa (la cual 

consistió en que cesara los actos desplegados por la Promotora en contra de su menor 

hijo) en tanto había culminado en la institución educativa de la Promotora el año escolar 

2014. 

 

Asimismo, dicho órgano de primera instancia indicó que no correspondía ordenar a la 

Promotora medida correctiva alguna debido a que no se verificaba la necesidad de otorgar 

una consecuencia patrimonial directa e inmediata ocasionada a la consumidora, ni de 

revertir los efectos de las conductas infractoras. 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

A. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS 

 

1. Sobre la incorrecta calificación de la Comisión respecto a los hechos 

denunciados por la señora Gamboa contra la Promotora, consistentes en 

presuntas infracciones al deber de idoneidad en los servicios educativos 

regulados en el Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

 



Los artículos 18° y 19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, desarrollan 

el deber de idoneidad, concepto que podría entenderse que vela -de un modo general- por 

la seguridad de los productos y servicios ofrecidos en el mercado; esto es, la 

correspondencia entre lo que el consumidor espera y lo que efectivamente recibe. 

 

Asimismo, el artículo 73° del Código de Protección y Defensa del Consumidor señala 

que el proveedor de servicios educativos debe tener en consideración los lineamientos 

generales del proceso educativo en la educación básica, técnico-productiva y educación 

superior, asegurando la calidad de los servicios dentro de la normativa sobre la materia.  

 

Ahora bien, como lo señaló Tardío (2003) el Principio de Especialidad es: “la preferencia 

aplicativa de la norma reguladora de una especie de cierto género sobre la norma 

reguladora de tal género en su totalidad” (Pág.191). 

 

Por lo que, partiendo de esas premisas, el concepto de idoneidad en productos y servicios 

educativos señalado en este último artículo busca proteger el interés de los consumidores, 

con la finalidad de que reciban un servicio educativo de calidad. 

 

En atención a ello, en el presente caso materia de análisis, el órgano de primera instancia 

debió imputar los hechos denunciados mencionados anteriormente, bajo el amparo del 

artículo 73° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, por tratarse de un 

presunto defecto en el servicio brindado por la Promotora en su calidad de proveedora de 

servicios educativos.  

 

En su defecto, el órgano de segunda instancia, bajo el Principio de Especialidad, debió 

declarar la nulidad parcial de la resolución de imputación de cargos (resolución 

admisoria) y la resolución final, en tanto la Secretaría Técnica de la Comisión y la propia 

Comisión imputaron y se pronunciaron, respectivamente, sobre los hechos denunciados 

por la señora Gamboa como presuntas infracciones de los artículos 18° y 19° del 

mencionado Código, debiendo haber sido calificadas como presuntas infracciones al 

artículo 73° del citado Código. 

 

Dicho supuesto se encuentra enmarcado además en: (i) el artículo 10º del Texto Único 

Ordenado de la Ley de Procedimiento Administrativo General, el cual establece como 



causales de nulidad del acto administrativo, la omisión o defecto de sus requisitos de 

validez, entre los cuales se encuentra el procedimiento regular que debe preceder la 

emisión del acto; y, (ii) el artículo 156° de dicho cuerpo legal, que dispone que, la 

tipificación corresponde a la autoridad que conoce de la denuncia, debiendo ser ello 

congruente con las peticiones formuladas por el administrado. 

 

Finalmente, de ser el caso en que la segunda instancia correspondiente hubiese contado 

con los elementos suficientes para emitir un pronunciamiento, debió integrar la resolución 

y pronunciarse sobre la conducta imputada como presunta infracción al artículo 73º del 

Código, en aplicación del numeral 1.10 del artículo IV y el articulo 227.2º del Texto 

Único Ordenado de la Ley de Procedimiento Administrativo General y resolver el caso 

en controversia, siempre que se garantice el debido procedimiento administrativo. 

 

2. Sobre el análisis efectuado por la Comisión sobre los criterios o elementos de 

la graduación de la sanción impuesta a la Promotora. 

 

Conforme lo ha establecido la Sala en sus reiterados pronunciamientos, las sanciones 

administrativas tienen como finalidad principal la de disuadir y/o desincentivar la 

realización de infracciones por parte de los proveedores para que así sus conductas sean 

orientadas al cumplimiento estricto del Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

En este punto cabe mencionar que a efectos de determinar una sanción acorde a la 

conducta infractora acarreada toman en consideración los principios de la potestad 

sancionadora administrativa establecidas en el Texto Único Ordenado de la Ley del 

Procedimiento Administrativo General, en especial, el principio de razonabilidad. 

 

Asimismo, en este punto, resulta pertinente mencionar lo siguiente: 

La ventaja de utilizar una determinada metodología no sólo es generar predictibilidad 

respecto de la actuación de la autoridad administrativa, sino que la obliga a 

fundamentar con mayor rigor y detalle el tipo y monto de la sanción a imponer, 

evitándose decisiones absolutamente discrecionales. (Gómez, Isla y Mejía, 2010, 

Pág. 141). 

 

Ahora bien, respecto de las conductas infractoras referidas a que la Promotora: (a) 

condicionó indebidamente la entrega de los materiales de estudios (libros) al menor hijo 



de la señora Gamboa en tanto esta no se encontraba al día en el pago de las pensiones 

educativas, y (b) comunicó al menor hijo de la señora Gamboa que no se encontraba al 

día en el pago de sus pensiones en presencia de sus demás compañeros. 

 

Se observa que los criterios de graduación de la sanción que aplicó la Comisión en su 

pronunciamiento  fueron: (a) el daño al consumidor; y, (b) el daño en el mercado, los 

cuales si bien estuvieron debidamente desarrollados y fundamentados en su 

pronunciamiento, el órgano de primera instancia había omitido desarrollar los criterios de 

“beneficio ilícito” y “probabilidad de detección de la infracción”, que consisten –a 

grandes rasgos- en la ganancia obtenida por la proveedora por el hecho denunciado 

acreditado y la magnitud o incentivos suficientes que tuvo el consumidor para denunciar 

el hecho ante la autoridad competente, respectivamente. 

 

A mayor abundamiento, más allá de que en el artículo 112° del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor establezca que “el Indecopi puede tener en consideración los 

criterios indicados” en dicha norma, no concluyéndose de manera expresa que ello sea 

una obligación como tal, lo cierto es que el análisis de los mencionados criterios –por 

ambos extremos- sí resultaban lo suficientemente relevantes. 

 

Ello, en la medida que, al haberse acreditado la vulneración de los derechos de 

consumidor de la señora Gamboa, guardaba relación colegir que: (i) el beneficio ilícito 

se configuraba como la ganancia que obtuvo la Promotora por la omisión de la entrega de 

los materiales de estudios (libros) y el servicio educativo inadecuado que brindó la 

Promotora, esto es el monto total de las pensiones canceladas por la señora Gamboa por 

la prestación de un servicio educativo idóneo; y, (ii) la probabilidad de detección de la 

infracción acarreada por la Promotora era alta, en atención de los medios probatorios 

reunidos por la señora Gamboa y los incentivos que generó en ella para interponer una 

denuncia ante la autoridad administrativa competente. 

 

Así las cosas, las sanciones administrativas cumplirán su propósito de desincentivar la 

realización de infracciones administrativas sólo si la cuantía o magnitud de ellas supera o 

iguala el beneficio esperado por los administrados por la realización de tales infracciones. 

 



Finalmente, es pertinente precisar que los criterios y/o elementos establecidos y 

desarrollados por el órgano de la primera instancia deben guardar relación con los 

Principios Administrativos, estos son: Razonabilidad, Proporcionalidad y Predictibilidad.  

 

3. Sobre la omisión por parte de la Comisión de no ordenar ninguna medida 

correctiva en la Resolución Nº 536-2015/CC2. 

 

Las medidas correctivas se dividen en dos: (i) las reparadoras y (ii) las complementarias. 

Conforme lo establece la normativa correspondiente a protección al consumidor, la 

finalidad de la primera es resarcir las consecuencias patrimoniales directas e inmediatas 

ocasionadas al consumidor por la infracción acarreada por el proveedor, mientras que la 

segunda tiene el objeto de revertir los efectos de la conducta infractora o evitar que esta 

se produzca nuevamente en el futuro. 

 

A mayor abundamiento, Espinoza (2010) indica que:  

 

No se debe olvidar que la función del resarcimiento (indemnización) en manera específica 

no se agota en el hecho que las cosas vuelvan a su estado anterior, sino que incluye 

supuestos dirigidos a aliviar o satisfacer la situación del dañado, por el contrario, la 

medida correctiva es una sanción administrativa que busca (sólo) tratar que las cosas 

vuelvan al estado anterior. (Pág. 169) 

 

Ahora bien, de la lectura de la Resolución Nº 536-2015/CC2 del 1 de abril de 2015, se 

observa que la Comisión denegó la medida correctiva solicitada por la señora Gamboa en 

tanto había culminado el año escolar 2014, asimismo, indicó que no correspondía ordenar 

a la Promotora medida correctiva alguna en tanto no se verificaba la necesidad de otorgar 

una consecuencia patrimonial directa e inmediata ocasionada a la consumidora, ni de 

revertir los efectos de las conductas infractores. 

 

Sobre el particular, si bien, al momento de la emisión de la referida resolución, el año 

escolar 2014 ya había culminado para el menor hijo de la señora Gamboa y, en efecto, no 

había medida correctiva reparadora que se podría ordenar a favor de la señora Gamboa, 

lo cierto es que la primera instancia pudo ordenar medidas correctivas complementarias, 



cuya finalidad era –como bien se señaló líneas anteriores- evitar que conductas infractoras 

como las acreditadas en la denuncia ocurrieran nuevamente.  

 

En atención a ello, al momento de resolver, la Autoridad Administrativa debió tomarlo 

en consideración y dada la potestad que ostentaba en atención al Código de Protección y 

Defensa del Consumidor y al Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento 

Administrativo General, ordenar una medida correctiva a efectos de cautelar los derechos 

de los consumidores. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, cabe señalar que una medida correctiva idónea para dichos 

extremos hubiera sido, por ejemplo, que la Promotora, en el plazo de quince (15) días 

hábiles, cumpliera con capacitar a todo el personal que labora en dicha institución, a 

efectos de que no se produzcan casos como los mencionados, para lo cual, de manera 

posterior al plazo establecido, debía presentar los medios probatorios que acrediten el 

cumplimiento de dicha medida correctiva. 

 

B. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

 

1. Sobre la Resolución Nº 536-2015/CC2 del 1 de abril de 2015 

 

Respecto a dicha resolución, estoy de acuerdo con lo resuelto por la Comisión, en los 

extremos que declaró infundada la denuncia de la señora Gamboa, los cuales se 

encontraban referidos a que la Promotora:  

 

(i) Habría incurrido en actos de discriminación y/o trato diferenciado contra el 

menor hijo de la señora Gamboa consistente en la no entrega de los materiales 

de estudio;  

(ii) Habría comunicado al menor hijo de la señora Gamboa que no se encontraba 

al día en el pago de sus pensiones en presencia de sus demás compañeros; y,   

(iii) No habría entregado a la señora Gamboa el cargo de la hoja de reclamaciones 

que interpuso en su Libro de Reclamaciones. 

 

Ello, en la medida que la señora Gamboa no presentó medios de pruebas, ni siquiera a 

nivel indiciario, que acreditaran los hechos cuestionados en su denuncia, siendo que, 



conforme a lo establecido en el artículo 173º.2 del Texto Único Ordenado de la Ley del 

Procedimiento Administrativo General y el artículo 196º del Código Procesal Civil –

norma de aplicación supletoria en los procedimientos administrativos–, correspondía a 

los administrados aportar las pruebas de sus afirmaciones.  

 

En este punto, cabe mencionar además que, si bien la norma administrativa menciona que 

la Autoridad Administrativa debía impulsar de oficio los procedimientos, a fin de que 

esclarecer los hechos denunciados, lo cierto es que la actividad instructora de la Autoridad 

es guiada e impulsada por los indicios aportados por las partes, siendo que, en el supuesto 

que ello no suceda, resultaba razonable que su conducta se vea limitada por dicha 

circunstancia.   

 

En suma, en tanto dichos extremos de la denuncia no fueron lo suficientemente 

acreditados por la señora Gamboa, correspondía que estos sean declarados infundados, 

bajo la aplicación del Principio de Presunción de Licitud, el cual se encuentra desarrollado 

como aquel principio a través del cual el proveedor investigado tendrá a su favor la 

presunción acorde con los parámetros de legalidad, siendo que esta se verá limitada 

cuando el consumidor lograra acreditar el defecto alegado.  

 

Asimismo, estoy de acuerdo con lo resuelto por la Comisión, en el extremo que declaró 

fundada la denuncia de la señora Gamboa, toda vez que la Promotora condicionó 

indebidamente la entrega de los materiales de estudios (libros) a su menor hijo en tanto 

no se encontraba al día en el pago de las pensiones educativas. 

 

Ello, toda vez que, de la revisión de los medios probatorios aportados en el procedimiento 

materia de análisis, se observan, entre otros documentos, dos (2) reclamos (a saber, las 

hojas de reclamaciones 2 del 20 de mayo de 2014 y la hoja de reclamaciones 3 del 4 de 

julio de 2014) en el Libro de Reclamaciones de la Promotora, a través de los cuales la 

señora Gamboa expresó su disconformidad con el servicio educativo prestado por la 

Promotora; ello, en tanto la Promotora se habría negado a la entrega de los materiales 

escolares (esto es, libros educativos) a su menor hijo ya que no se encontraba al día en el 

pago de las pensiones escolares.  

 



Así, una vez acreditado el defecto por parte del consumidor (en el presente caso, la señora 

Gamboa), correspondía al proveedor (la Promotora) acreditar que este no le era 

imputable, conforme a lo establecido en el artículo 104° del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor. 

 

Por tanto y como bien lo desarrolló el órgano resolutivo de la primera instancia, mediante 

la interposición de los dos reclamos mencionados en el párrafo precedente quedaba 

fehacientemente acreditada la conducta infractora incurrida por la Promotora, siendo que, 

además, dicha parte no había negado el medio probatorio obrante en el expediente, por el 

contrario, quien lo presentó como tal fue la Promotora. 

 

A mayor abundamiento y conforme a la reiterada jurisprudencia sobre materia de 

consumidor, el supuesto de responsabilidad administrativa en la actuación del proveedor 

impone a este la carga de sustentar y acreditar que no es responsable por la falta de 

idoneidad del producto colocado en el mercado, sea porque actuó cumpliendo con las 

normas debidas o porque pudo acreditar la existencia de hechos ajenos que lo eximen de 

responsabilidad.  

 

Finalmente, no estoy de acuerdo con lo resuelto por la Comisión, en el extremo que 

declaró fundada la denuncia de la señora Gamboa, toda vez que la Promotora habría 

remitido comunicados amenazantes a la señora Gamboa, donde indicaba que si su menor 

hijo incurría en más de tres (3) tardanzas en el ingreso a clases, este tendría que firmar 

una matrícula condicional para el año escolar siguiente. 

 

En primer lugar, cabe señalar que el órgano resolutivo de la primera instancia basó su 

decisión en virtud del medio probatorio consistente en el Reglamento Interno del año 

escolar 2014, donde establecía los procedimientos correctivos a acatar ante las reiterativas 

llamadas de atención hacia un estudiante en particular, desarrollando cada sanción por 

cada llamada de atención.  

 

En ese sentido, en el presente caso, se observa que el menor hijo de la señora Gamboa 

incurrió en una actitud negativa, esto es, en cuatro (4) tardanzas; por lo que, conforme al 

mencionado reglamento interno, lo que correspondía era: “una llamada de atención escrita 

del tutor o cualquier autoridad educativa del alumno, así como la firma de un compromiso 



y una llamada telefónica del tutor o directo al padre de familia” y no una suspensión de 

un (1) día como lo determinó la Promotora. 

 

Dicho lo anterior, resulta pertinente precisar que lo que un consumidor esperaría 

razonablemente por parte de la Promotora, quien es una prestadora de un servicio 

educativo, es que esta se ciña estrictamente a lo dispuesto en su Reglamento Interno (el 

cual -de manera previa- deberá guardar concordancia con lo dispuesto en los cuerpos 

normativos establecidos) y no que, de manera discrecional y arbitraria, aplicase cualquier 

tipo de medida correctiva en contra del estudiante, puesto que dado su orientación y 

finalidad educativa, esta debe prevalecer en todo momento que el estudiante no sea 

perjudicado en su desarrollo educativo. 

 

Sin perjuicio de lo anteriormente desarrollado, si bien la Promotora remitió una 

comunicación determinando una suspensión de un (1) día escolar para el menor hijo de 

la señora Gamboa, ello no se debía deducir como una amenaza como lo cuestionó la 

señora Gamboa y como lo imputó la Comisión, toda vez que en el trasfondo de la sanción 

sí existía una razón justificable por la cual se quiso determinar una medida correctiva al 

estudiante (esto es, la tardanza reiterativa incurrida). 

 

En efecto, la sanción correctiva impuesta por la Promotora no fue la adecuada o la idónea, 

sin embargo, ello no podía ser catalogada tampoco como una “amenaza” o 

“amedrentamiento” por parte de esta, pues ello no había sido debidamente acreditado por 

la señora Gamboa, quien en todo momento sostuvo que consideraba que era una respuesta 

intimidatoria en atención a los reclamos que interpuso en el Libro de Reclamaciones de 

la Promotora, siendo dicha premisa tan solo una afirmación al no haber sido debidamente 

corroborada ni siquiera con medios probatorios indiciarios. 

 

Por tanto, a mi consideración, el órgano resolutivo de la primera instancia: (i) en virtud 

del Principio de Impulso de Oficio, no debió imputar la conducta incurrida por la 

Promotora como una presunta falta al deber de idoneidad calificando dicho conducta 

como una amenaza sino tan solo como una imposición a una sanción no idónea, por lo 

que, de haber sido esta última la imputación, en efecto, había quedado acreditado la 

incongruencia de la medida correctiva impuesta por la Promotora; o, (ii) en virtud de la 

imputación establecida en la resolución admisoria, debió declarar infundada este extremo 



de la denuncia de la señora Gamboa, pues la señora Gamboa no acreditó ni siquiera a 

nivel indiciario que la conducta incurrida por la Promotora haya constituido una amenaza 

o un amedrentamiento como tal. 

 

Finalmente, respecto a la graduación de la sanción analizada y la omisión de la imposición 

de una medida correctiva por el órgano resolutivo de la primera instancia, considero que, 

respecto al primer extremo, su actuación y análisis pudo ser más exhaustivo, siendo que 

en la graduación de la sanción debió desarrollarse de manera más amplia dos criterios de 

graduación, los cuales eran advertidos a simple vista, estos son: (a) beneficio ilícito, y (b) 

probabilidad de detección de la infracción; y, respecto al segundo extremo, la Comisión 

debió imponerle una medida correctiva complementaria a efectos de evitar y salvaguardar 

el derecho de los consumidores a que conductas infractoras como las acreditadas en el 

expediente vuelvan a generarse. 

 

2. Sobre la Resolución N° 3330-2015/SPC-INDECOPI del 26 de octubre de 2015 

 

Respecto a dicha resolución, no estoy de acuerdo con lo resuelto por la Sala, toda vez que 

dicha instancia revocó la resolución de primera instancia declarando infundada la 

denuncia interpuesta por la señora Gamboa contra la Promotora en el extremo referido a 

que la Promotora habría condicionado indebidamente la entrega de los materiales de 

estudios (libros) al menor hijo de la señora Gamboa en tanto esta no se encontraba al día 

en el pago de las pensiones educativas, toda vez que, a su criterio, obraban en el 

expediente medios probatorios de los cuales, de su lectura, se advertía que los materiales 

escolares (libros) habían sido entregados al menor hijo de la señora Gamboa, siendo que, 

además, esta parte no había cumplido con acreditar de manera fehaciente el hecho 

denunciado. 

 

Como bien desarrollé en la exposición de motivos sobre la resolución de primera 

instancia, en las hojas de reclamaciones 2 y 3 interpuestas el 20 de mayo y el 4 de julio 

de 2014, respectivamente, la señora Gamboa expresó su disconformidad con el servicio 

educativo prestado por la Promotora; ello, en tanto la Promotora se habría negado a la 

entrega de los materiales escolares (esto es, libros educativos) a su menor hijo ya que no 

se encontraba al día en el pago de las pensiones escolares.  

 



En efecto, a mi consideración, de los medios probatorios adjuntos en el expediente, podía 

sostenerse de manera indiciaria el hecho denunciado por la señora Gamboa, toda vez que, 

de la lectura de las mencionadas hojas de reclamaciones, si bien se visualizaba que la 

Promotora dejó constancia expresa de una supuesta entrega de los materiales educativos 

(libros) al menor hijo de la señora Gamboa, estos no fueron debidamente acreditados-ni 

siquiera a nivel indiciario- por dicha parte, pudiendo la Promotora haber presentado, a lo 

largo del procedimiento, una fotografía o un cargo suscrito por la señora Gamboa donde 

se dejase constancia de la entrega del referido material educativo  a su menor hijo. 

 

Ello, conforme a lo establecido en el artículo 173º.2 del Texto Único Ordenado de la Ley 

del Procedimiento Administrativo General y el artículo 196º del Código Procesal Civil, 

los cuales establecen que corresponde a los administrados aportar las pruebas de sus 

afirmaciones. 

 

En suma, de la revisión conjunta del procedimiento materia de análisis, se verifica que en 

primer lugar el hecho denunciado por la señora Gamboa tenía sustento fáctico a nivel 

indiciario con la presentación de las hojas de reclamaciones por la Promotora en el 

expediente pues –como bien lo señalé párrafos anteriores- mediante ellas dejó constancia 

de su disconformidad con la prestación del servicio educativo de la Promotora (la no 

entrega del material escolar a su menor hijo). 

 

En este punto, conviene tener en cuenta que el sistema legal permite el empleo de los 

sucedáneos de los medios probatorios -esto es, de auxilios, establecidos por la ley o 

asumidos por el juzgador, para lograr la finalidad de los medios probatorios, 

corroborando, complementando o sustituyendo el valor o alcance de éstos-, que están 

regulados en el Código Procesal Civil y cuya aplicación es supletoria al procedimiento 

administrativo en virtud de la Primera Disposición Final de dicho cuerpo legal. 

 

Al respecto, la Sala ha establecido en reiterada jurisprudencia que los sucedáneos de los 

medios probatorios son los indicios, las presunciones y las ficciones legales, siendo 

importante diferenciar los conceptos legales de indicios y presunciones, a fin de 

comprender cómo estos son elementos que se complementan entre sí.  

 



Asimismo, tal como lo señala Couture (1983), el indicio es un hecho material, mientras 

que la presunción es una forma determinada de razonar (Pág. 33). Los indicios pueden, 

en algunos casos, por sí solos, generar convicción plena sobre los hechos (indicio 

necesario) o, en otros casos, contribuir a alcanzar este resultado conjuntamente con otras 

pruebas e indicios (indicio contingente). 

 

Sobre la presunción se ha aseverado también lo siguiente: 

 

La presunción (…) es diferente del indicio, como la luz lo es de la lámpara que la 

produce. Del conjunto de indicios que aparecen probados en el expediente, obtiene 

el juez las inferencias, que le permiten presumir el hecho indicado, pero esto no 

significa que se identifiquen, porque los primeros son la fuente de donde se obtiene 

la segunda, aquellos son los hechos y ésta el razonamiento conclusivo. (Devis, 

2015, Pág. 696) 

 

De otro lado, sobre el indicio Devis (2015) señaló que: 

 

Es evidente que el indicio, como un hecho material, nada prueba, si no se le vincula 

a una regla de experiencia, mediante la presunción de hombre que en ella se basa, 

para deducir de aquél un argumento lógico - crítico (...). Por lo tanto, la presunción 

judicial no se identifica con el indicio, sino es apenas la base del argumento de 

prueba que el juez encuentra en el segundo, mediante la operación lógica - crítica 

que lo valora. (Pág. 611) 

 

En esa misma línea, el indicio es pues un hecho que se acredita por cualquiera de los 

medios probatorios que la ley autoriza a la administración a utilizar (un documento, una 

declaración, etc.), siendo que, probada la existencia del indicio (o hecho indicador), la 

autoridad encargada de resolver podrá utilizar el razonamiento lógico para derivar del 

indicio o de un conjunto de ellos la certeza de la ocurrencia de lo que es objeto del 

procedimiento (esto es, el hecho indicado). Negar la utilización de estos sucedáneos es 

negarle a la autoridad administrativa la posibilidad de efectuar un razonamiento lógico, 

posibilidad que está claramente admitida por la ley, mediante la aplicación supletoria del 

Código Procesal Civil. 



 

Por tanto, en el ámbito de los procedimientos por infracción a las normas de protección 

al consumidor, los indicios y presunciones resultan ser una herramienta importante, más 

aún cuando se trata de casos en los que no abundan las pruebas de determinada situación.  

 

En efecto, la Sala concluye que el manejo de pruebas directas en relaciones asimétricas 

como ocurre en las relaciones de consumo no siempre es posible, porque existen casos en 

los que las prácticas denunciadas son situaciones de hecho respecto de las cuales no existe 

mucha evidencia material, siendo que en estos casos, la importancia de las pruebas 

indiciarias se acrecienta al igual que la valoración conjunta de las mismas por parte del 

juzgador, para generar certeza respecto de las condiciones efectivas del producto o 

servicio sujeto a investigación. 

 

Aunado a ello, el Principio Pro Consumidor descrito en el Código de Protección y 

Defensa del Consumidor señala que el Estado debe ejercer una acción tuitiva a favor de 

los consumidores, mucho más si se encuentra acreditada una disparidad en la carga 

probatoria con el proveedor denunciado.  

 

En este orden de ideas, la señora Gamboa a través de la interposición de un reclamo 

manifestó el hecho denunciado, por lo que, conforme lo establece el artículo 104° del 

Código de Protección y Defensa del Consumidor, una vez acreditado el defecto por el 

consumidor, corresponde al proveedor demostrar que este no le es imputable, esto es, 

tendrá la carga procesal de sustentar y acreditar que no es responsable por la falta de 

idoneidad del servicio prestado, ya sea porque actuó cumpliendo con las normas debidas 

o porque pudo acreditar fehacientemente la existencia de hechos ajenos que lo puedan 

eximir de responsabilidad.  

 

Por lo tanto, la aplicación del Principio de Presunción de Licitud utilizada por la Sala no 

guardaba congruencia con los medios probatorios obrantes en el expediente, siendo que 

su aplicación será utilizada siempre y cuando, en un primer momento, la señora Gamboa 

no haya cumplido con acreditar los hechos cuestionados en su denuncia, es decir, el 

proveedor investigado tendrá a su favor la presunción acorde con los parámetros de 

legalidad hasta que esta se vea limitada por la acreditación del defecto alegado por la 

consumidora, como lo ocurrido en el presente caso. 



En virtud de lo expuesto, en tanto la Promotora no había presentado ningún medio de 

prueba adicional que acreditara siquiera a nivel indiciario conforme lo establecen los 

cuerpos normativos referidos anteriormente de que, en efecto, entregó los materiales de 

estudios (a saber, libros) al menor hijo de la señora Gamboa, la Sala debió confirmar lo 

resuelto por la Comisión. 

 

IV. CONCLUSIONES 

 

 La Comisión de Protección al Consumidor debió imputar los hechos denunciados 

bajo el amparo del artículo 73° del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor, por tratarse de un presunto defecto en el servicio brindado por la 

Promotora en su calidad de proveedora de servicios educativos.  

 La Sala Especializada en Protección al Consumidor bajo el Principio de 

Especialidad, debió declarar la nulidad parcial de la resolución de imputación de 

cargos (resolución admisoria) y la resolución final. 

 Los criterios y/o elementos establecidos y desarrollados por la Comisión de 

Protección al Consumidor deben guardar relación con los Principios de 

Razonabilidad, Proporcionalidad y Predictibilidad. 

 En el presente caso si bien no era viable ordenar como medida correctiva 

reparadora cesar los actos desplegados por la Promotora, sin embargo, sí podía 

ordenarse una medida correctiva complementaria idónea para dichos extremos, 

por ejemplo, que la Promotora cumpliera con capacitar a todo el personal que 

labora en dicha institución, a efectos de que no se vuelva incurrir en la comisión 

de la infracción. 

 Estoy de acuerdo con la Comisión de Protección al Consumidor en cuanto a que 

declaró fundada la denuncia respecto al extremo referido a que la Promotora 

condicionó indebidamente la entrega de los materiales de estudios (libros) al 

menor hijo de la señora Gamboa en tanto esta no se encontraba al día en el pago 

de las pensiones educativas. 

 Al acreditarse el defecto por parte de la consumidora correspondía a la Promotora 

acreditar que este hecho no le era imputable, conforme a lo establecido en el 

artículo 104° del Código de Protección y Defensa del Consumidor. 



 No estoy de acuerdo con la Sala Especializada en Protección al Consumidor, en 

el extremo que revocó la resolución de primera instancia declarando infundada la 

denuncia contra la Promotora respecto a que la Promotora habría condicionado 

indebidamente la entrega de los materiales de estudios al menor hijo de la señora 

Gamboa. 
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VI. ANEXOS 

           

- Denuncia y sus anexos. 

- Contestación de la denuncia y sus anexos. 

- Resolución de primera instancia Nº 536-2015/CC2 del 01 de abril de 2015. 

- Resolución de segunda instancia Nº 3330-2015/SPC-INDECOPI del 26 de 

octubre de 2015.   

 


















































































































































